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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 
ARTÍCULO 3 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN MATERIA DE PRESUPUESTO PARA LAS UNIVERSIDADES 
E INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR, A CARGO DE DIPUTADAS Y 
DIPUTADOS INTEGRANTES GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO 
CIUDADANO. 

Quienes suscriben, Diputadas y Diputados integrantes del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXVI Legislatura, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como el artículo 6, numeral 1, 
fracción I, y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 
someto a consideración la siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que 
se reforma el artículo 3 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de presupuesto para las universidades e instituciones de 
educación superior, al tenor de la siguiente:  
 

Exposición de Motivos 

La educación es uno de los derechos humanos fundamentales y una de las 
principales herramientas para el desarrollo integral de las personas y para la 
construcción de sociedades más justas, democráticas e igualitarias. Su 
importancia radica no solo en la transmisión de conocimientos, sino en el ejercicio 
efectivo de otros derechos, contribuyendo a reducir las desigualdades y fortalecer 
la participación de las personas en la vida económica, social, cultural y política. La 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO por sus siglas en inglés) reconoce que el derecho a la educación es 
fundamental y que su ejercicio es un elemento esencial para superar la pobreza, 
reducir las desigualdades y alcanzar un desarrollo sostenible.1 

Este derecho encuentra sustento en el derecho internacional de los derechos 
humanos, destacando los siguientes: 

Declaración Universal de los Derechos Humanos2 

2  ONU, Declaración Universal de los Derechos Humanos, Artículo 26, disponible en 
https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights  

1 Unesco, El derecho a la educación, disponible en https://www.unesco.org/es/right-education  
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Artículo 26 

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser 
gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y 
fundamental. La Instrucción será obligatoria. La instrucción técnica y 
profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores 
será igual para todos, en función de los méritos respectivos.  

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las 
libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la 
amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y 
promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el 
mantenimiento de la paz.  

3. … 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales3 

Artículo 13 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse 
hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su 
dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe 
capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una 
sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre 
todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y 
promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento 
de la paz.  

2. a 4. … 

Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible4 

4 ONU, Objetivos de Desarrollo Sostenible, disponible en https://agenda2030.mx/#/home  

3 ONU, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Artículo 13, disponible 
en https://www.ohchr.org/sites/default/files/cescr_SP.pdf  
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4. Garantizar una educación inclusiva y equitativa de calidad y promover 
oportunidades de aprendizaje permanente para todos. 

Por su parte, el reconocimiento de la educación como derecho humano en nuestro 
andamiaje jurídico encuentra su fundamento de la siguiente manera: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos5 

Artículo 3. Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado 
-Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios- impartirá y 
garantizará la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, media 
superior y superior. La educación inicial, preescolar, primaria y secundaria, 
conforman la educación básica; ésta y la media superior serán obligatorias, 
la educación superior lo será en términos de la fracción X del presente 
artículo. La educación inicial es un derecho de la niñez y será 
responsabilidad del Estado concientizar sobre su importancia.  

Corresponde al Estado la rectoría de la educación, la impartida por éste, 
además de obligatoria, será universal, inclusiva, pública, gratuita y laica. 

… 

Ley General de Educación6 

Artículo 1. La presente Ley garantiza el derecho a la educación reconocido 
en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, cuyo ejercicio es necesario para alcanzar el bienestar 
de todas las personas. Sus disposiciones son de orden público, interés 
social y de observancia general en toda la República. 

Su objeto es regular la educación que imparta el Estado -Federación, 
Estados, Ciudad de México y municipios-, sus organismos descentralizados 
y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial 

6 Ley General de Educación, Artículo 1, disponible en 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf  

5 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Artículo 3, disponible en 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf  
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de estudios, la cual se considera un servicio público y estará sujeta a la 
rectoría del Estado.  

La distribución de la función social educativa del Estado, se funda en la 
obligación de cada orden de gobierno de participar en el proceso educativo 
y de aplicar los recursos económicos que se asignan a esta materia por las 
autoridades competentes para cumplir los fines y criterios de la educación.  

Dentro del derecho a la educación, la educación superior ocupa un lugar prioritario 
al constituir una etapa en la que las personas desarrollan y profundizan 
conocimientos, capacidades y competencias que les permiten participar de 
manera plena en las decisiones de su país.  

La educación superior representa, además, un medio para ampliar las 
oportunidades de las personas y favorecer la movilidad social. El acceso a una 
formación universitaria de calidad puede abrir oportunidades laborales y 
profesionales, por ello, garantizar el acceso efectivo a este nivel educativo no 
solamente beneficia a quienes cursan estudios universitarios, sino que generan 
efectos positivos en el ámbito personal, comunitario y para el desarrollo 
económico y social de país.7  

En este sentido, la garantía constitucional de la educación superior supone, 
necesariamente, la existencia de instituciones públicas capaces de atender la 
demanda educativa y cumplir las funciones que el propio Estado les ha 
encomendado. Bajo este contexto, las universidades públicas son uno de los 
instrumentos mediante los cuales se materializa el derecho a la educación 
superior. Su función no se limita a la enseñanza: son espacios para la 
investigación científica y humanística, la generación y transmisión del 
conocimiento, la innovación, la preservación de la cultura y la formación de 
profesionales que contribuyen al desarrollo del país.  

Una institución que carece de recursos suficientes para mantener su 
infraestructura, contratar y conservar personal académico, desarrollar 
investigación, ampliar su matrícula o garantizar servicios educativos de calidad 

7 UNESCO, Qué debe saber acerca de la educación superior, disponible en 
https://www.unesco.org/es/higher-education/need-know  
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enfrenta limitaciones que terminan repercutiendo directamente en el ejercicio del 
derecho a la educación superior.  

De ahí que el financiamiento público de las universidades no deba entenderse 
exclusivamente como una decisión anual de asignación presupuestaria, sino 
como uno de los instrumentos para hacer efectivo un derecho constitucional. La 
suficiencia de los recursos destinados a las instituciones públicas de educación 
superior es una condición material para que el Estado pueda cumplir con sus 
obligaciones en materia educativa.  

La Ley General de Educación establece, en su artículo 119, que el monto anual 
que el Estado destine al financiamiento de la educación pública y los servicios 
educativos no podrá ser menor al equivalente del 8% del Producto Interno Bruto 
(PIB) y dispone que, de dicho monto, al menos el 1% del PIB deberá destinarse al 
gasto para la educación superior, la investigación científica y humanística, así 
como al desarrollo tecnológico y la innovación en las instituciones públicas de 
educación superior:8  

Artículo 119 

El Ejecutivo Federal y el gobierno de cada entidad federativa, con sujeción 
a las disposiciones de ingresos y gasto público correspondientes que 
resulten aplicables, concurrirán al financiamiento de la educación pública y 
de los servicios educativos. El monto anual en términos de la ley que el 
Estado destine al financiamiento en educación pública y en los servicios 
educativos garantizando la accesibilidad y la gratuidad en la educación, no 
podrá ser menor al equivalente del 8% del producto interno bruto del país. 
De este monto, se destinará al menos el 1% del producto interno bruto al 
gasto para la educación superior y la investigación científica y humanística, 
así como al desarrollo tecnológico y la innovación en las instituciones 
públicas de educación superior.  

… 

… 

8 Ley General de Educación, Artículo 119, disponible en 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf  
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… 

… 

… 

La Ley General de Educación Superior, establecerá las disposiciones en 
materia de financiamiento para dar cumplimiento a la obligatoriedad y la 
gratuidad de la educación superior, incluyendo las responsabilidades y 
apoyos de las autoridades locales.  

A su vez, la Ley General de Educación Superior dispone en su artículo 62 que la 
Federación y las entidades federativas concurrirán en el cumplimiento progresivo 
del mandato de obligatoriedad de la educación superior y del principio de 
gratuidad, considerando las necesidades nacionales, regionales y locales de la 
prestación del servicio. El mismo precepto establece que el monto anual 
destinado a la educación pública superior no podrá ser inferior al aprobado en el 
ejercicio inmediato anterior:9 

Artículo 62 

La Federación y las entidades federativas concurrirán en el cumplimiento 
progresivo, de conformidad con la disponibilidad presupuestaria, del 
mandato de obligatoriedad de la educación superior y al principio de 
gratuidad en la educación en términos de lo establecido en el artículo 3o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En la concurrencia del Estado para el financiamiento de las instituciones 
públicas de educación superior se considerará las necesidades nacionales, 
regionales y locales de la prestación del servicio de educación superior y se 
sujetará a las disposiciones de ingreso, gasto público, transparencia, 
rendición de cuentas y fiscalización que resulten aplicables.  

El monto anual que el Estado destine a la educación pública del tipo 
superior será en términos de lo establecido en el artículo 119 de la Ley 

9 Ley General de Educación Superior, Artículo 62, disponible en 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGES_200421.pdf  
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General de Educación y dicho monto no podrá ser inferior a lo aprobado en 
el ejercicio inmediato anterior, en términos de las disposiciones aplicables.  

No obstante, el tema presupuestal para el sector educativo resulta ser una 
problemática evidente al analizar la evolución reciente del gasto público, pues en 
el Presupuesto de Egresos de la Federación 2026 se aprobó $1 billón 253 mil 947 
millones de pesos, equivalente apenas al 3.4%, muy por debajo del parámetro 
establecido en la ley secundaria, así como de las recomendaciones 
internacionales de destinar entre el 4% y el 6% del PIB.  

Si bien se contempló un incremento real de 3% respecto de 2025 en el gasto 
educativo, dicho crecimiento no se distribuye de manera homogénea entre los 
distintos niveles educativos. Mientras la educación básica registra un incremento 
real de 6.1%, la educación media superior presenta una reducción real de 3.9% y 
la educación superior enfrenta también una disminución de recursos.10  

Esta diferencia demuestra que un incremento global del gasto educativo no 
necesariamente se traduce en un fortalecimiento de todos los niveles que integran 
el sistema educativo. El crecimiento presupuestario de 2026 se encuentra 
concentrado principalmente en la educación básica y, dentro de ella, en las 
transferencias monetarias.  

De acuerdo con el Centro de Investigación Económica y Presupuestaria (CIEP), 
de 2025 a 2026 mientras en educación básica el gasto por alumno aumenta de 
$33.6 a $35.4 mil pesos, equivalente a un incremento real de 5.4%, en educación 
superior disminuye de $47.2 a $45.6 mil pesos, lo que representa una reducción 
real de 3.4%. De esta manera, aun cuando el gasto educativo total presenta un 
crecimiento, los recursos disponibles por estudiante en el nivel superior 
disminuyen.11  

La reducción adquiere mayor relevancia si se considera que la educación superior 
enfrenta necesidades institucionales particularmente complejas. A diferencia de 
otros niveles educativos, las universidades requieren mantener infraestructura 

11 Ibidem. 

10 CIEP, Gasto educativo: Expansión en Educación Básica y recorte en Educación Superior, 
disponible en 
https://ciep.mx/gasto-educativo-expansion-en-educacion-basica-y-recorte-en-educacion-superior/  
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especializada, laboratorios, centros de investigación, bibliotecas, instalaciones 
deportivas y culturales, así como sostener actividades de investigación, desarrollo 
tecnológico e innovación. Estas funciones demandan inversiones de largo plazo 
que difícilmente pueden ser atendidas mediante incrementos presupuestarios 
aislados o mediante recursos que pierden capacidad adquisitiva año con año.  

Por otro lado, un análisis del Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO) 
permite dimensionar el problema desde una perspectiva de largo plazo. De 
acuerdo con sus estimaciones a partir de información presupuestaria de la 
Secretaría de  Hacienda y Crédito Público (SHCP), el gasto destinado a 
educación superior acumula una caída real de 40% desde 2015, año en que 
alcanzó su máximo histórico. Para 2026 se tienen $181 mil mdp para este nivel 
educativo, equivalente a 0.6% del PIB, lo que representa una reducción real de 
4% respecto de 2025 y el nivel más bajo de financiamiento para educación 
superior desde el año 2000.12 

El dato resulta significativo porque evidencia que el problema no corresponde 
únicamente a un ajuste presupuestario de un ejercicio fiscal determinado. Se trata 
de un proceso acumulado de pérdida del valor real de los recursos destinados a la 
educación superior. De acuerdo con el IMCO, desde 2015 la inversión en este 
nivel ha disminuido, en promedio, alrededor de $11 mil mdp anuales en términos 
reales, siendo 2021 como el año de mayor descenso cuando se registró una 
reducción real de 25%.13  

La disminución sostenida del financiamiento ocurre, además, en un contexto en el 
que el propio Estado ha planteado objetivos de expansión de la educación 
superior. El Gobierno Federal busca incrementar la cobertura de 29.3% a 33% 
hacia el final del sexenio, lo que implicaría incorporar aproximadamente 449 mil 
estudiantes. Sin embargo, de acuerdo con el IMCO, alcanzar dicha meta 
requeriría crear al menos 217 mil nuevos espacios en instituciones públicas de 
educación superior, además de la infraestructura y los recursos humanos 
necesarios para atenderlos.14  

14 Ibidem. 
13 Ibidem. 

12 IMCO, ¿Hay inversión en educación?, disponible en 
https://imco.org.mx/paquete-economico-2026-hay-inversion-en-educacion/  

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 3 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PRESUPUESTO 
PARA LAS UNIVERSIDADES E INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR, A CARGO DIPUTADAS Y 
DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO. 

 

 

https://imco.org.mx/paquete-economico-2026-hay-inversion-en-educacion/


 
 
 
 
Existe, por tanto, una tensión que no puede ser ignorada: mientras las 
obligaciones y metas de cobertura de la educación superior aumentan, los 
recursos destinados a las instituciones responsables de atenderlas disminuyen en 
términos reales. Ampliar el acceso a la educación superior no consiste 
únicamente en abrir lugares adicionales; requiere aulas, laboratorios, bibliotecas, 
equipamiento, personal docente y administrativo, servicios estudiantiles, 
infraestructura tecnológica y condiciones adecuadas para que quienes ingresan 
puedan permanecer y concluir sus estudios.  

La insuficiencia presupuestaria también puede observarse directamente en las 
principales instituciones públicas de educación superior. Para 2026, diversas 
universidades públicas federales presentaron reducciones reales en sus 
asignaciones. El CIEP identifica reducciones reales de 1.7% para la Universidad 
Nacional Autónoma de México (UNAM), de 1.6% para el Instituto Politécnico 
Nacional (IPN) y de 1.7% para la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM); 
asimismo, el Tecnológico Nacional de México presentó una disminución real de 
5%15. El IMCO, por su parte, estimó reducciones de entre 2% y 8% para diversas 
universidades públicas que concentran una parte importante de la matrícula y de 
los egresados del país, además de una reducción real de 7.2% en las 
aportaciones destinadas a universidades estatales.16  

Estos datos deben analizarse a la luz de las obligaciones que el propio Estado ha 
establecido en materia de educación superior. Mientras se busca ampliar la 
cobertura, avanzar en la gratuidad y garantizar el acceso a un mayor número de 
estudiantes, las instituciones públicas responsables de atender estas obligaciones 
enfrentan restricciones presupuestarias reales.  

Por ello, la presente iniciativa busca establecer una garantía constitucional de no 
regresividad real del financiamiento de las universidades e instituciones públicas 
de educación superior. La propuesta parte de reconocer que existen dos 
dimensiones distintas que deben ser protegidas. Por una parte, debe existir un 
nivel suficiente de recursos para que el Estado pueda cumplir sus obligaciones en 
materia educativa. Por otra, una vez asignados dichos recursos, debe evitarse 

16 IMCO, ¿Hay inversión en educación?, Op. cit. 
15 CIEP, Gasto educativo: Expansión en Educación Básica y recorte en Educación Superior, Op. cit. 
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que las instituciones sufran una reducción de su capacidad presupuestaria real de 
un ejercicio a otro. 

Si bien, como ya se observó, el marco jurídico vigente ya contempla una 
protección presupuestaria para la educación superior, ésta se encuentra 
actualmente establecida en la legislación secundaria y representa un avance 
importante al reconocer que el financiamiento de la educación superior requiere 
de un piso mínimo que otorgue continuidad a los recursos destinados a su 
sostenimiento.  

No obstante, la relevancia que tiene el financiamiento para la garantía efectiva del 
derecho a la educación superior hace necesario que este principio trascienda el 
ámbito de la legislación secundaria y adquiera rango constitucional. La educación 
superior no es una política pública de carácter meramente administrativo, sino un 
derecho humano reconocido por el orden jurídico mexicano, cuya respaldo se 
encuentra sujeta, entre otros, al principio de progresividad previsto en el artículo 
1o. constitucional.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha sostenido que el principio 
de progresividad impone a las autoridades la obligación de ampliar gradualmente 
el alcance y la protección de los derechos humanos y, en su vertiente de no 
regresividad, les impide adoptar medidas que disminuyan injustificadamente el 
nivel de protección previamente alcanzado.  

Por ello, la protección de los recursos destinados a las instituciones públicas que 
lo garantizan no debería depender exclusivamente de una disposición susceptible 
de ser modificada, restringida o derogada mediante legislación ordinaria. Cuando 
el propio Estado ha reconocido que la educación superior es un derecho y ha 
establecido obligaciones progresivas para garantizar su acceso, gratuidad y 
calidad, resulta congruente que las condiciones presupuestarias indispensables 
para su realización cuenten también con una protección constitucional.  

Así, la iniciativa propone que la protección presupuestaria prevista actualmente en 
la legislación secundaria sea elevada a rango constitucional y se fortalezca 
mediante un criterio de términos reales, además de modificar el parámetro de 
inversión pública en educación superior, planteando un mínimo equivalente al 2% 
del PIB, con el propósito de revertir el rezago acumulado y generar condiciones 
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presupuestarias acordes con las obligaciones que el Estado ha asumido en 
materia de obligatoriedad, gratuidad y ampliación de la cobertura. El objetivo es 
que el financiamiento de las universidades e instituciones públicas de educación 
superior no pueda experimentar una disminución que implique una pérdida de su 
capacidad adquisitiva respecto del ejercicio fiscal inmediato anterior.  

Asimismo, elevar esta protección a nivel constitucional permite establecer una 
obligación de mayor permanencia y estabilidad frente a los ciclos presupuestarios. 
El Presupuesto de Egresos de la Federación se aprueba anualmente y responde 
a circunstancias económicas y fiscales que pueden variar; sin embargo, los 
derechos humanos no pueden quedar sujetos exclusivamente a las prioridades 
coyunturales de cada ejercicio presupuestario.  

Por lo antes expuesto y para mayor claridad, se integra el siguiente cuadro 
comparativo de la propuesta:  

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 

Artículo 3. … 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
 
I. a VI. … 
 
VII. Las universidades y las demás 
instituciones de educación superior a 

Artículo 3. … 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
 
I. a VI. … 
 
VII. Las universidades y las demás 
instituciones de educación superior a 
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las que la ley otorgue autonomía, 
tendrán la facultad y la 
responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; realizarán sus fines de 
educar, investigar y difundir la cultura 
de acuerdo con los principios de este 
artículo, respetando la libertad de 
cátedra e investigación y de libre 
examen y discusión de las ideas; 
determinarán sus planes y programas; 
fijarán los términos de ingreso, 
promoción y permanencia de su 
personal académico; y administrarán 
su patrimonio. Las relaciones 
laborales, tanto del personal 
académico como del administrativo, se 
normarán por el apartado A del 
artículo 123 de esta Constitución, en 
los términos y con las modalidades 
que establezca la Ley Federal del 
Trabajo conforme a las características 
propias de un trabajo especial, de 
manera que concuerden con la 
autonomía, la libertad de cátedra e 
investigación y los fines de las 
instituciones a que esta fracción se 
refiere;  
 
Sin correlativo 
 
 
 
 
 

las que la ley otorgue autonomía, 
tendrán la facultad y la 
responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; realizarán sus fines de 
educar, investigar y difundir la cultura 
de acuerdo con los principios de este 
artículo, respetando la libertad de 
cátedra e investigación y de libre 
examen y discusión de las ideas; 
determinarán sus planes y programas; 
fijarán los términos de ingreso, 
promoción y permanencia de su 
personal académico; y administrarán 
su patrimonio. Las relaciones 
laborales, tanto del personal 
académico como del administrativo, se 
normarán por el apartado A del 
artículo 123 de esta Constitución, en 
los términos y con las modalidades 
que establezca la Ley Federal del 
Trabajo conforme a las características 
propias de un trabajo especial, de 
manera que concuerden con la 
autonomía, la libertad de cátedra e 
investigación y los fines de las 
instituciones a que esta fracción se 
refiere. 
 
El financiamiento de las  
universidades e instituciones 
públicas de educación superior se 
regirá por los principios de 
progresividad y no regresividad. En 
ningún caso, la asignación 
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Sin correlativo 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
VIII. a X. … 

presupuestaria podrá ser inferior, 
en términos reales, a la aprobada 
para el ejercicio fiscal inmediato 
anterior, conforme a las 
disposiciones que establezca la ley. 
 
El monto anual que el Estado 
destine a la educación pública, 
conforme a los principios 
establecidos en el párrafo anterior, 
no podrá ser menor al equivalente 
del 8% del Producto Interno Bruto. 
De este monto, al menos el 2% del 
Producto Interno Bruto se destinará 
a la educación superior, la 
investigación científica y 
humanística, el desarrollo 
tecnológico y la innovación en las 
instituciones públicas de educación 
superior.   
 
 
VIII. a X. … 

En tal virtud, someto a la consideración de esta la siguiente iniciativa con proyecto 

de:  

DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMAN EL ARTÍCULO 3 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE 
PRESUPUESTO PARA LAS UNIVERSIDADES E INSTITUCIONES DE 
EDUCACIÓN SUPERIOR, A CARGO DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 
INTEGRANTES DE MOVIMIENTO CIUDADANO. 
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Único. Se reforma el párrafo primero de la fracción VII del artículo 3 y se adiciona 
un párrafo segundo a la misma fracción del artículo, todos de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 3. … 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
 
I. a VI. … 
 
VII. Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que 
la ley otorgue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a 
sí mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de 
acuerdo con los principios de este artículo, respetando la libertad de cátedra e 
investigación y de libre examen y discusión de las ideas; determinarán sus planes 
y programas; fijarán los términos de ingreso, promoción y permanencia de su 
personal académico; y administrarán su patrimonio. Las relaciones laborales, 
tanto del personal académico como del administrativo, se normarán por el 
apartado A del artículo 123 de esta Constitución, en los términos y con las 
modalidades que establezca la Ley Federal del Trabajo conforme a las 
características propias de un trabajo especial, de manera que concuerden con la 
autonomía, la libertad de cátedra e investigación y los fines de las instituciones a 
que esta fracción se refiere. 
 
El financiamiento de las universidades e instituciones públicas de 
educación superior se regirá por los principios de progresividad y no 
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regresividad. En ningún caso, la asignación presupuestaria podrá ser 
inferior, en términos reales, a la aprobada para el ejercicio fiscal inmediato 
anterior, conforme a las disposiciones que establezca la ley.  
 
El monto anual que el Estado destine a la educación pública, conforme a los 
principios establecidos en el párrafo anterior, no podrá ser menor al 
equivalente del 8% del Producto Interno Bruto. De este monto, al menos el 
2% del Producto Interno Bruto se destinará a la educación superior, la 
investigación científica y humanística, el desarrollo tecnológico y la 
innovación en las instituciones públicas de educación superior. 
 
VIII. a X. … 
 

Transitorios 
 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá realizar las adecuaciones necesarias a 
la legislación secundaria para armonizarla con lo dispuesto en el  Decreto, dentro 
de los ciento ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor.  
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN EL 

SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 89, ASÍ COMO LAS FRACCIONES II Y V DEL 

ARTÍCULO 99 DE LA LEY GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE 

PERSONAS, DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA 

NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, EN MATERIA DE PREVENCIÓN DEL 

RIESGO FEMINICIDA EN LA BÚSQUEDA DE MUJERES, NIÑAS Y ADOLESCENTES. 

Quien suscribe, Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, Coordinadora del Grupo 

Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamento 

en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, someten a consideración de esta Soberanía la presente 

Iniciativa con Proyecto POR EL QUE SE REFORMAN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL 

ARTÍCULO 89, ASÍ COMO LAS FRACCIONES II Y V DEL ARTÍCULO 99 DE LA LEY 

GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS, 

DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE 

BÚSQUEDA DE PERSONAS, EN MATERIA DE PREVENCIÓN DEL RIESGO 

FEMINICIDA EN LA BÚSQUEDA DE MUJERES, NIÑAS Y ADOLESCENTES, al tenor 

de la siguiente:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La desaparición de una persona representa una de las situaciones más graves de 

vulneración de derechos humanos. Cuando una persona no es localizada, el Estado 

tiene la obligación de actuar de manera inmediata, coordinada y diligente para 
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encontrarla, proteger su vida e integridad y esclarecer las circunstancias que dieron 

lugar a su desaparición 

En estos casos, el tiempo no es un elemento secundario. Cada hora puede 

representar una diferencia entre localizar a una persona con vida o encontrarla 

después de haber sido víctima de nuevas formas de violencia. Por ello, la respuesta 

de las autoridades no puede depender del transcurso de un plazo, de la 

presentación de determinadas pruebas o de la certeza sobre lo ocurrido. La 

búsqueda debe comenzar desde el primer momento en que se tiene conocimiento 

de la desaparición o no localización de una persona. 

Este principio se encuentra reconocido en la legislación mexicana. La Ley General 

en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por 

Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas1 establece que todas 

las búsquedas deben realizarse de manera inmediata, oportuna y exhaustiva, 

partiendo de la presunción de que la persona se encuentra con vida y considerando 

todas las posibles líneas de búsqueda.  

El Estado mexicano ha fortalecido recientemente este sistema. La reforma 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de julio de 2025 incorporó 

nuevas herramientas para fortalecer la búsqueda y localización de personas 

desaparecidas y no localizadas, entre ellas la Alerta Nacional de Búsqueda, 

 
1 LEY GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS, DESAPARICIÓN 
COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, 
Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGMDFP.pdf 
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Localización e Identificación2. Posteriormente, en febrero de 2026, se publicó el 

Protocolo Nacional para la Activación de dicha Alerta, con el propósito de establecer 

mecanismos para su activación y fortalecer la actuación inmediata y coordinada de 

las autoridades. 

Estos avances responden a una necesidad fundamental: que la desaparición de una 

persona no sea tratada como un hecho que puede esperar. La búsqueda debe iniciar 

de inmediato y desarrollarse con toda la información disponible, sin prejuicios y sin 

suposiciones que puedan retrasar la actuación institucional. 

Sin embargo, la inmediatez de la búsqueda no es suficiente por sí misma. También 

importa la manera en que las autoridades interpretan la información que reciben y 

las circunstancias que rodean cada caso. 

En México, la desaparición de personas es una problemática que ha alcanzado 

dimensiones que exigen fortalecer permanentemente las capacidades de 

búsqueda, localización e investigación3. El Registro Nacional de Personas 

Desaparecidas y No Localizadas (RNPDNO) concentra desde hace décadas los 

 
2 DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
General en Materia de. Desaparición Forzada de Personas, Disponible en: 
https://dof.gob.mx/nota_to_pdf.php?fecha=16/07/2025&edicion=VES 
3 CIDH publica informe sobre desaparición de personas en México, Disponible en: 
https://www.oas.org/es/cidh/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2026/082.asp&utm_conte
nt=country-mex&utm_term=class-mon 
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registros relacionados con este fenómeno y permite observar su evolución, así como 

sus características por sexo, edad y territorio4.  

La magnitud del problema obliga a reconocer que no todas las desapariciones 

tienen las mismas causas ni implican los mismos riesgos. Una persona puede 

desaparecer como consecuencia de un delito, por una situación accidental, por 

condiciones de vulnerabilidad, por violencia familiar o de pareja, por trata de 

personas, por privación de la libertad o por diversas circunstancias que deben ser 

identificadas durante la búsqueda. 

Por ello, la legislación reconoce la necesidad de aplicar un enfoque diferencial y 

especializado. Las autoridades deben considerar las características particulares de 

cada persona, así como su contexto y las circunstancias en las que ocurrió la 

desaparición. Esta obligación adquiere una relevancia especial cuando se trata de 

mujeres, niñas y adolescentes.  

De acuerdo con la información disponible en el Registro Nacional de Personas 

Desaparecidas y No Localizadas, las mujeres representan una proporción relevante 

de las personas desaparecidas y no localizadas en México5. Esta realidad obliga a 

observar el fenómeno desde una perspectiva que permita identificar las 

circunstancias particulares que pueden estar presentes en sus casos y evitar que las 

 
4 El Registro Nacional de Personas Desaparecidas y No Localizadas (RNPDNO), Gobierno de México. 
https://consultapublicarnpdno.segob.gob.mx/ 
5 Un informe sobre desapariciones y municipios, Disponible ne: 
https://www.zonadocs.mx/2026/09/06/un-informe-sobre-desapariciones-y-municipios/ 
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búsquedas se desarrollen bajo una visión uniforme que desconozca las diferencias 

existentes entre las personas desaparecidas. 

Hablar de una búsqueda diferenciada no significa asumir que todas las mujeres 

desaparecidas enfrentan las mismas circunstancias. Tampoco significa afirmar que 

toda desaparición de una mujer está relacionada con un delito de género. Significa 

reconocer que existen formas de violencia que afectan de manera diferenciada a las 

mujeres y que, en determinados casos, pueden estar relacionadas con su 

desaparición. 

La violencia contra las mujeres puede presentarse en distintos ámbitos y bajo 

diferentes manifestaciones. Puede existir violencia familiar, violencia de pareja, 

amenazas, acoso, violencia sexual, trata de personas, explotación, privación de la 

libertad u otras conductas que, dependiendo de las circunstancias de cada caso, 

pueden incrementar el riesgo para su vida e integridad6. 

En consecuencia, cuando una mujer desaparece, la búsqueda debe considerar 

también la información que permita conocer su contexto. Los antecedentes de 

violencia, las amenazas recibidas, las relaciones personales, las circunstancias de 

la última vez que fue vista, posibles conflictos, patrones de control o cualquier otro 

elemento relevante pueden aportar información indispensable para determinar las 

líneas de búsqueda que deben seguirse. 

 
6 INEGI, Violencia contra las mujeres en México, Disponible en: 
https://www.inegi.org.mx/tablerosestadisticos/vcmm/ 
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Esta valoración no debe entenderse como una forma de prejuzgar sobre la víctima ni 

sobre las personas de su entorno. Por el contrario, se trata de evitar que la falta de 

información o los prejuicios impidan considerar líneas de búsqueda que pueden 

resultar determinantes para localizarla con vida. 

La perspectiva de género tiene precisamente esa función. Permite reconocer que 

determinadas circunstancias pueden adquirir un significado distinto cuando se 

analizan desde el contexto de violencia y desigualdad que enfrentan las mujeres7 y, 

por ello, debe incorporarse desde el inicio de las acciones de búsqueda. 

La Ley General ya reconoce la perspectiva de género como uno de los principios que 

deben observarse en las acciones de búsqueda e investigación8. Asimismo, 

establece el enfoque diferencial y especializado y obliga a las autoridades a 

considerar las características, contexto y circunstancias particulares de cada caso. 

El reconocimiento de estos principios representa un avance indispensable. Sin 

embargo, para que la perspectiva de género tenga efectos reales en la búsqueda de 

una mujer desaparecida, debe traducirse en acciones concretas. No basta con 

señalar que una búsqueda debe realizarse con perspectiva de género; es necesario 

que las autoridades cuenten con herramientas que les permitan identificar qué 

 
7 ¿Qué es la perspectiva de género y por qué es necesario implementarla? 
https://www.gob.mx/conavim/articulos/que-es-la-perspectiva-de-genero-y-por-que-es-necesario-
implementarla 
8 LEY GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS, DESAPARICIÓN 
COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, 
Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGMDFP.pdf 
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información deben considerar y qué circunstancias pueden requerir una actuación 

reforzada. 

Esto es particularmente relevante cuando existen elementos que permiten advertir 

que la desaparición puede encontrarse relacionada con violencia contra las 

mujeres. 

Una desaparición puede constituir un momento crítico dentro de una posible 

cadena de violencia. En determinados casos, la desaparición no representa un 

hecho aislado, sino una etapa que puede estar relacionada con agresiones previas 

o con otras conductas que ponen en peligro la vida e integridad de la víctima. 

Por ello, la búsqueda no debe limitarse a determinar dónde se encuentra una 

persona. También debe permitir identificar, a partir de la información disponible, las 

circunstancias que pueden ponerla en una situación de mayor riesgo. 

Esta obligación adquiere una importancia particular frente al feminicidio. 

El feminicidio constituye una de las manifestaciones más extremas de violencia 

contra las mujeres. Su gravedad no deriva únicamente del resultado final, sino 

también del contexto de violencia de género en el que puede producirse. En 

determinados casos, antes de la privación de la vida pueden existir antecedentes, 

amenazas, agresiones, actos de control, violencia sexual u otras circunstancias que, 
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analizadas oportunamente, pueden aportar información relevante sobre el riesgo 

que enfrenta una mujer9. 

Por ello, la protección de la vida de las mujeres no puede concentrarse únicamente 

en la investigación posterior a la comisión de un feminicidio. También debe 

considerar aquellos momentos previos en los que todavía existe la posibilidad de 

localizar a la víctima y evitar que la violencia llegue a su expresión más grave. 

La desaparición puede encontrarse precisamente dentro de ese periodo crítico. 

Esto no significa que toda mujer desaparecida deba ser considerada víctima de 

feminicidio ni que toda desaparición deba conducir automáticamente a una 

investigación por ese delito. Una conclusión de esa naturaleza sólo puede derivarse 

de los elementos que correspondan y de la investigación realizada por las 

autoridades competentes. 

Lo que sí resulta necesario es que, desde el inicio de la búsqueda, las autoridades 

puedan reconocer aquellas circunstancias que permitan advertir que una mujer, 

niña o adolescente podría encontrarse ante un riesgo grave para su vida o integridad. 

La diferencia es fundamental. Identificar un posible riesgo no equivale a determinar 

la existencia de un delito. Significa reconocer que existen elementos que requieren 

 
9 SCJN, Protocolo para juzgar casos de feminicidio, Disponible en: 
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/comunicacion_digital/2025-12/protocolo-para-juzgar-
casos-de-feminicidio.pdf 
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atención inmediata y que pueden modificar la manera en que debe desarrollarse la 

búsqueda. 

Esta lógica es congruente con el principio de presunción de vida que rige las 

acciones de búsqueda. Presumir que una persona se encuentra con vida implica que 

las autoridades deben actuar con urgencia para localizarla y protegerla. Pero esa 

presunción no debe llevar a ignorar las circunstancias que pueden indicar que su 

vida o integridad se encuentran particularmente amenazadas. 

Por el contrario, la presunción de vida debe impulsar una actuación más rápida e 

informada. 

La búsqueda inmediata y la perspectiva de género, por tanto, deben funcionar de 

manera conjunta. La primera garantiza que las autoridades actúen sin demora; la 

segunda permite que esa actuación considere las circunstancias particulares que 

pueden influir en el riesgo que enfrenta la persona buscada. 

Esta necesidad ha sido reconocida también dentro de los instrumentos que integran 

el propio sistema nacional de búsqueda. 

El Protocolo Homologado para la Búsqueda de Personas Desaparecidas y No 

Localizadas, actualizado en 202510, reconoce la necesidad de reforzar la actuación 

de las autoridades cuando se trata de mujeres, niñas y adolescentes y contempla la 

 
10 Comisión Nacional de Búsqueda, El Protocolo Homologado ayuda a organizar y planear las 
actividades de búsqueda, Disponible en: 
https://comisionacionaldebusqueda.segob.gob.mx/protocolo-homologado-de-busqueda-de-
personas-desaparecidas-y-no-localizadas-phb/ 
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posibilidad de que una desaparición esté relacionada con distintas formas de 

violencia de género, incluido el feminicidio. De esta manera, el propio sistema 

reconoce que la búsqueda de mujeres requiere considerar las circunstancias 

específicas de género que pueden estar presentes en cada caso. 

Este reconocimiento es particularmente importante porque demuestra que la 

incorporación de la perspectiva de género en la búsqueda no es una cuestión ajena 

al sistema ni una obligación que deba construirse desde cero. Por el contrario, es  un 

criterio que ya forma parte de los instrumentos que orientan la actuación de las 

autoridades y que responde a la experiencia acumulada en la búsqueda de mujeres 

desaparecidas. 

El reto consiste en fortalecer ese criterio y asegurar que su aplicación no dependa 

únicamente de la interpretación o de la iniciativa de cada autoridad. 

Cuando una mujer desaparece, las autoridades pueden recibir información 

fragmentaria: una denuncia, un reporte, testimonios de familiares, registros de 

comunicaciones, información sobre sus últimos movimientos, antecedentes de 

violencia u otros datos que, por separado, pueden parecer insuficientes. Sin 

embargo, analizados conjuntamente, pueden permitir advertir circunstancias que 

requieren una atención particular. 

La búsqueda debe ser capaz de aprovechar esa información. 

No se trata de crear una carga adicional que retrase las acciones de localización. 

Tampoco de establecer procedimientos complejos que deban cumplirse antes de 
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comenzar una búsqueda. La identificación de posibles factores de riesgo debe 

formar parte de la propia búsqueda inmediata y realizarse de manera paralela a las 

demás acciones necesarias para localizar a la persona. 

La actuación institucional debe ser, por ello, simultáneamente rápida y sensible al 

contexto. 

En el caso de niñas y adolescentes, esta necesidad adquiere características 

particulares. Su edad, grado de dependencia, entorno familiar y social y otras 

condiciones específicas pueden generar riesgos diferenciados. Por ello, las 

autoridades deben contar con herramientas que permitan analizar sus 

circunstancias sin perder de vista el principio del interés superior de la niñez y la 

obligación de brindar una protección reforzada. 

La inclusión de niñas y adolescentes dentro de este enfoque no significa equiparar 

sus circunstancias con las de las mujeres adultas. Significa reconocer que también 

pueden encontrarse expuestas a formas específicas de violencia y que la búsqueda 

debe considerar las características particulares de cada caso. 

De esta manera, la perspectiva de género debe entenderse como una herramienta 

para mejorar la búsqueda y no como una conclusión anticipada sobre lo ocurrido. 

El objetivo es evitar dos extremos igualmente perjudiciales: asumir que toda 

desaparición de una mujer está necesariamente relacionada con violencia de 

género o, por el contrario, descartar desde el inicio esa posibilidad. 
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La actuación adecuada requiere identificar las circunstancias, valorarlas y, cuando 

existan elementos suficientes para advertir un posible riesgo, activar oportunamente 

la intervención de las autoridades competentes. 

En este sentido, el sistema de búsqueda debe ser capaz de responder no sólo a la 

pregunta de dónde puede encontrarse una persona, sino también a una pregunta 

igual de importante, esta es si… ¿existen circunstancias que indiquen que su vida 

puede estar en peligro? 

Cuando la respuesta sea afirmativa, aunque se trate todavía de un posible riesgo y 

no de una conclusión sobre la comisión de un delito, esa información debe tener 

consecuencias en la actuación institucional. 

La protección de la vida de una mujer desaparecida exige que las autoridades 

puedan reconocer esas señales a tiempo. 

México ha construido en los últimos años un marco cada vez más amplio para la 

búsqueda de personas desaparecidas. Se han fortalecido las obligaciones de 

búsqueda inmediata, la coordinación entre autoridades, los mecanismos de 

registro, los protocolos homologados y las herramientas nacionales para activar 

búsquedas. El siguiente paso debe ser asegurar que toda esa estructura también 

permita identificar oportunamente las situaciones en las que una desaparición 

puede estar vinculada con una violencia que pone en riesgo la vida de una mujer. 

Porque la perspectiva de género no debe aparecer únicamente cuando una mujer ya 

fue localizada sin vida. Debe estar presente desde el primer momento en que se 
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reporta su desaparición, precisamente cuando todavía existe la posibilidad de 

encontrarla con vida y evitar un desenlace irreversible. 

La desaparición de una mujer debe activar una búsqueda inmediata, pero también 

una lectura cuidadosa de sus circunstancias. Cuando existan elementos que 

permitan advertir un posible riesgo feminicida, el sistema debe estar preparado para 

reconocerlos y actuar sin demora. 

Ese es el punto en el que la búsqueda y la prevención de la violencia feminicida se 

encuentran: en el momento en que todavía es posible intervenir para proteger una 

vida. 

A partir de lo anterior es evidentemente necesario fortalecer el marco jurídico que 

regula la búsqueda de mujeres, niñas y adolescentes desaparecidas. La legislación 

vigente reconoce la perspectiva de género, la búsqueda inmediata y el enfoque 

diferencial y especializado; asimismo, los instrumentos protocolarios ya 

contemplan la posibilidad de que una desaparición se encuentre relacionada con 

violencia de género. Sin embargo, existe un espacio que puede ser atendido desde 

la Ley General que es establecer de manera expresa que, durante la búsqueda, 

deben identificarse y valorarse las circunstancias que permitan advertir un posible 

riesgo feminicida. 

Esta precisión es importante porque permite transformar un criterio que 

actualmente se encuentra desarrollado en los instrumentos de actuación en una 
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obligación expresa dentro del marco legal que rige el Sistema Nacional de Búsqueda 

de Personas. 

La Ley General establece en su artículo 89 que, cuando la Comisión Nacional de 

Búsqueda o la Comisión Local de Búsqueda correspondiente tenga noticia o reporte 

de una persona desaparecida o no localizada, deberá iniciar la búsqueda de 

inmediato e informar sin dilación a la fiscalía competente. Asimismo, establece la 

obligación de informar a la Fiscalía Especializada cuando se considere que la 

desaparición se debe a la comisión de un delito. 

Esta disposición constituye un punto fundamental de coordinación entre las 

autoridades encargadas de la búsqueda y aquellas responsables de la investigación 

de los delitos. Sin embargo, puede fortalecerse para contemplar expresamente 

aquellos casos en los que, aun cuando no exista todavía certeza sobre la comisión 

de un delito, las circunstancias de la desaparición de una mujer, niña o adolescente 

permitan advertir un posible riesgo feminicida. 

La diferencia no es menor. Exigir que exista certeza sobre la comisión de un delito 

antes de comunicar determinadas circunstancias podría limitar la oportunidad de la 

intervención ministerial. En cambio, permitir que la comunicación se realice cuando 

existan elementos que permitan advertir un posible riesgo no implica prejuzgar sobre 

los hechos, sino garantizar que la autoridad competente conozca oportunamente la 

información disponible. 
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Por ello, la propuesta plantea que las autoridades de búsqueda informen sin dilación 

a la Fiscalía Especializada competente cuando, tratándose de mujeres, niñas o 

adolescentes, adviertan circunstancias que permitan identificar un posible riesgo 

feminicida. 

En este sentido, se fortalece una comunicación que ya forma parte de las 

obligaciones del sistema sin crear una nueva autoridad, una nueva investigación o 

categoría jurídica de desaparición. Se trata de aprovechar los mecanismos 

institucionales existentes para que la información relevante llegue oportunamente a 

quien tiene facultades para investigar y, en su caso, adoptar las medidas 

correspondientes. 

De manera complementaria, es necesario fortalecer el contenido de los protocolos 

que orientan las acciones de búsqueda. 

El artículo 99 de la Ley General establece los contenidos mínimos que deben 

contemplar el Protocolo Homologado de Búsqueda y el Protocolo Homologado de 

Investigación. Entre ellos se encuentran los procesos de búsqueda diferenciados en 

función de la causa y circunstancias en que hubiera ocurrido la desaparición, así 

como el mecanismo de búsqueda inmediata desde el momento en que se recibe el 

Reporte, Denuncia o Noticia de hechos. 

Estas disposiciones ofrecen el espacio adecuado para incorporar criterios 

específicos relacionados con el posible riesgo feminicida. 
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La propuesta busca que los procesos de búsqueda diferenciados contemplen 

criterios para identificar y valorar, tratándose de mujeres, niñas y adolescentes, los 

factores que permitan advertir un posible riesgo feminicida, así como las acciones 

que deberán implementarse cuando dicho riesgo sea advertido. 

Esto permitirá que la perspectiva de género no dependa únicamente de una 

valoración general del caso, sino que se traduzca en criterios concretos que orienten 

la actuación de las autoridades. 

De igual manera, se propone que el mecanismo de búsqueda inmediata contemple 

la identificación y valoración inmediata de las circunstancias que permitan advertir 

un posible riesgo feminicida tratándose de mujeres, niñas y adolescentes. 

La incorporación de esta obligación dentro del mecanismo de búsqueda inmediata 

responde a una razón sencilla, la valoración del riesgo no puede realizarse cuando 

la búsqueda ya terminó o después de que hayan transcurrido días fundamentales 

para localizar a la persona. Debe realizarse de manera paralela a las primeras 

acciones de búsqueda, aprovechando la información disponible desde el momento 

en que se recibe el reporte, denuncia o noticia. 

La propuesta tampoco pretende establecer una definición rígida de riesgo 

feminicida dentro de la Ley General. Las circunstancias que pueden advertirlo 

pueden variar de acuerdo con el contexto de cada caso y requieren criterios técnicos 

que puedan actualizarse conforme a la experiencia de las autoridades encargadas 

de la búsqueda y a los estándares aplicables. 
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Por ello, corresponde a los protocolos establecer los criterios y procedimientos 

necesarios para su identificación y valoración, mientras que la Ley General debe 

establecer de manera clara la obligación de que dichos criterios existan y sean 

aplicados dentro de la búsqueda inmediata. 

Con esta modificación se evita también que la identificación del posible riesgo 

dependa exclusivamente del criterio individual de una persona servidora pública. La 

existencia de criterios homologados permitirá que la información sea valorada bajo 

parámetros comunes y que, cuando corresponda, se genere una respuesta 

coordinada entre las autoridades de búsqueda y las fiscalías especializadas. 

La reforma propuesta mantiene en todo momento la presunción de vida de la 

persona desaparecida. Identificar un posible riesgo feminicida no significa asumir 

que la víctima ha muerto; por el contrario, significa reconocer que puede 

encontrarse ante una situación que pone en peligro su vida y que requiere una 

respuesta inmediata para localizarla con vida. 

Tampoco se pretende trasladar a las autoridades de búsqueda funciones que 

corresponden a las fiscalías. La Comisión Nacional de Búsqueda y las Comisiones 

Locales de Búsqueda no determinarán la existencia de un feminicidio ni realizarán 

una calificación jurídica anticipada de los hechos. Su función será identificar y 

comunicar circunstancias relevantes que puedan advertir un posible riesgo, 

mientras que corresponderá a las autoridades competentes realizar las 

investigaciones que procedan conforme a sus atribuciones. 
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De esta manera, esta iniciativa respeta la distribución de competencias existente y 

fortalece la coordinación entre las instituciones que participan en la búsqueda y la 

investigación. 

El objetivo es que ninguna señal relevante quede aislada o pierda oportunidad por 

falta de comunicación. Una amenaza previa, un antecedente de violencia, una 

situación de control, una agresión reciente o cualquier otra circunstancia 

relacionada con la desaparición puede ser determinante para orientar una 

búsqueda y proteger a una víctima. Cuando esa información permita advertir un 

posible riesgo feminicida, debe ser conocida oportunamente por las autoridades 

que pueden intervenir. 

En consecuencia, se pretende fortalecer la respuesta del Estado desde el primer 

momento en que se tiene conocimiento de la desaparición de una mujer, niña o 

adolescente. 

No se propone crear nuevos procedimientos que retrasen la búsqueda ni imponer 

cargas adicionales que obstaculicen la actuación inmediata. Se propone incorporar 

dentro de las acciones que ya deben realizarse una valoración que permita 

reconocer oportunamente situaciones de riesgo y activar la coordinación 

institucional correspondiente. 

El sentido de la reforma es preventivo. Si el Estado tiene la obligación de buscar de 

manera inmediata a una persona desaparecida, también debe contar con 
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herramientas que le permitan identificar si esa persona puede encontrarse en una 

situación particular de peligro. 

En el caso de mujeres, niñas y adolescentes, esta obligación debe incorporar la 

posibilidad de que la desaparición se encuentre relacionada con violencia de género 

y, cuando las circunstancias lo permitan advertir, con un posible riesgo feminicida. 

Fortalecer la Ley General en este sentido permitirá que la perspectiva de género 

tenga una aplicación más concreta dentro de la búsqueda; que los protocolos 

cuenten con criterios homologados para identificar y valorar posibles situaciones de 

riesgo; y que las autoridades de búsqueda tengan una ruta clara para comunicar 

oportunamente esa información a las fiscalías especializadas. 

La propuesta parte de una premisa sencilla, ante la desaparición de una mujer, niña 

o adolescente, el Estado debe hacer todo lo necesario para localizarla con vida y, al 

mismo tiempo, ser capaz de reconocer las circunstancias que puedan poner su vida 

en peligro. 

Por ello, esta iniciativa propone reformar el segundo párrafo del artículo 89 y las 

fracciones II y V del artículo 99 de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada 

de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 

Búsqueda de Personas, con el propósito de fortalecer la identificación y atención 

oportuna de posibles situaciones de riesgo feminicida durante la búsqueda de 

mujeres, niñas y adolescentes desaparecidas. 
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Con estas modificaciones, se busca que la perspectiva de género no sea 

únicamente un principio que oriente la actuación de las autoridades, sino una 

herramienta concreta para identificar riesgos, mejorar la coordinación institucional 

y aumentar las posibilidades de localizar con vida a quienes se encuentran 

desaparecidas. 

Porque frente a la desaparición de una mujer, niña o adolescente, actuar rápido es 

indispensable; pero actuar rápido y reconocer oportunamente el riesgo que enfrenta 

puede hacer la diferencia. 

Por lo antes expuesto, para mayor claridad presento en el siguiente cuadro 

comparativo la reforma propuesta: 

 

LEY GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS, 

DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE 

BÚSQUEDA DE PERSONAS 

TEXTO ACTUAL PROPUESTA DE REFORMA 
Artículo 89. Cuando la Comisión 

Nacional de Búsqueda o la Comisión 

Local de Búsqueda correspondiente 

tenga Noticia o Reporte de una Persona 

Desaparecida o No Localizada, iniciará 

 Artículo 89. Cuando la Comisión 

Nacional de Búsqueda o la Comisión 

Local de Búsqueda correspondiente 

tenga Noticia o Reporte de una Persona 

Desaparecida o No Localizada, iniciará 
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la búsqueda de inmediato e informará 

sin dilación a la fiscalía competente. 

 

Asimismo, informará sin dilación a la 

Fiscalía Especializada competente 

cuando considere que la desaparición 

de la persona se debe a la comisión de 

un delito.  

 

 

 

 

 

En todos los casos, la Unidad de 

Gestión podrá solicitar constituirse 

como coadyuvante en los procesos que 

se sigan por los delitos de Desaparición 

Forzada de Personas y de Desaparición 

cometida por Particulares. 

 

 

la búsqueda de inmediato e informará 

sin dilación a la fiscalía competente. 

 

Asimismo, informará sin dilación a la 

Fiscalía Especializada competente 

cuando considere que la desaparición 

de la persona se debe a la comisión de 

un delito o cuando, tratándose de 

mujeres, niñas o adolescentes, 

advierta circunstancias que permitan 

identificar un posible riesgo 

feminicida.  

 

En todos los casos, la Unidad de 

Gestión podrá solicitar constituirse 

como coadyuvante en los procesos que 

se sigan por los delitos de Desaparición 

Forzada de Personas y de Desaparición 

cometida por Particulares. 
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Artículo 99. La Comisión Nacional de 

Búsqueda o la Comisión Local de 

Búsqueda correspondiente y las 

Fiscalías Especializadas, de 

conformidad con las atribuciones que le 

confiere esta Ley, deberán realizar las 

acciones de búsqueda, localización e 

identificación de Personas 

Desaparecidas o No Localizadas; así 

como de investigación y persecución de 

los delitos materia de esta Ley, 

conforme a los protocolos 

correspondientes.  

 

Corresponderá al Sistema la emisión 

del Protocolo Homologado de 

Búsqueda y a la Conferencia Nacional 

de Procuración de Justicia la del 

Protocolo Homologado de 

Investigación. La Comisión Nacional de 

Búsqueda emitirá opinión previa a la 

emisión de los protocolos.  

Artículo 99. La Comisión Nacional de 

Búsqueda o la Comisión Local de 

Búsqueda correspondiente y las 

Fiscalías Especializadas, de 

conformidad con las atribuciones que le 

confiere esta Ley, deberán realizar las 

acciones de búsqueda, localización e 

identificación de Personas 

Desaparecidas o No Localizadas; así 

como de investigación y persecución de 

los delitos materia de esta Ley, 

conforme a los protocolos 

correspondientes.  

 

Corresponderá al Sistema la emisión 

del Protocolo Homologado de 

Búsqueda y a la Conferencia Nacional 

de Procuración de Justicia la del 

Protocolo Homologado de 

Investigación. La Comisión Nacional de 

Búsqueda emitirá opinión previa a la 

emisión de los protocolos.  
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Los protocolos deberán elaborarse con 

perspectivas de género, de niñez y de 

derechos humanos.  

En lo que corresponda a cada uno 

contendrán, al menos, lo siguiente: 

 

I. … 

 

II. Los procesos de búsqueda 

diferenciados en función de la causa y 

circunstancias en que hubiere ocurrido 

la desaparición o no localización, 

incluidos en los casos de desaparición 

forzada y desaparición cometida por 

particulares; 

 

 

 

 

 

 

 

Los protocolos deberán elaborarse con 

perspectivas de género, de niñez y de 

derechos humanos.  

En lo que corresponda a cada uno 

contendrán, al menos, lo siguiente: 

 

I. … 

 

II. Los procesos de búsqueda 

diferenciados en función de la causa y 

circunstancias en que hubiere ocurrido 

la desaparición o no localización, 

incluidos en los casos de desaparición 

forzada y desaparición cometida por 

particulares, así como los criterios 

para identificar y valorar, tratándose 

de mujeres, niñas y adolescentes, los 

factores que permitan advertir un 

posible riesgo feminicida, así como 

las acciones que deberán 

implementarse cuando se advierta 

dicho riesgo; 
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III. ... 

IV. ... 

 

V. El mecanismo de búsqueda 

inmediata, el cual deberá considerar la 

intervención de las autoridades desde 

el momento que se recibe el Reporte, 

Denuncia o Noticia de hechos de la 

desaparición, partiendo del supuesto 

de que la víctima se encuentra con vida; 

 

 

 

 

 

 

VI. a XXV. … 

… 

 

III. ... 

IV. ... 

 

V. El mecanismo de búsqueda 

inmediata, el cual deberá considerar la 

intervención de las autoridades desde 

el momento que se recibe el Reporte, 

Denuncia o Noticia de hechos de la 

desaparición, partiendo del supuesto 

de que la víctima se encuentra con vida, 

así como la identificación y valoración 

inmediata de las circunstancias que 

permitan advertir un posible riesgo 

feminicida tratándose de mujeres, 

niñas y adolescentes; 

 

VI. a XXV. … 

… 

 

Por lo expuesto, me permito someter a consideración de esta soberanía la siguiente 

iniciativa con proyecto de: 
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DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMAN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 89, ASÍ COMO 

LAS FRACCIONES II Y V DEL ARTÍCULO 99 DE LA LEY GENERAL EN MATERIA DE 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS, DESAPARICIÓN COMETIDA POR 

PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, EN 

MATERIA DE PREVENCIÓN DEL RIESGO FEMINICIDA EN LA BÚSQUEDA DE 

MUJERES, NIÑAS Y ADOLESCENTES. 

ÚNICO.  Se reforman el segundo párrafo del artículo 89, así como las fracciones II y 

V del artículo 99, todos de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de 

Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 

Búsqueda de Personas, para quedar como sigue: 

Artículo 89. Cuando la Comisión Nacional de Búsqueda o la Comisión Local de 

Búsqueda correspondiente tenga Noticia o Reporte de una Persona Desaparecida o 

No Localizada, iniciará la búsqueda de inmediato e informará sin dilación a la fiscalía 

competente. 

Asimismo, informará sin dilación a la Fiscalía Especializada competente cuando 

considere que la desaparición de la persona se debe a la comisión de un delito o 

cuando, tratándose de mujeres, niñas o adolescentes, advierta circunstancias 

que permitan identificar un posible riesgo feminicida.  
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En todos los casos, la Unidad de Gestión podrá solicitar constituirse como 

coadyuvante en los procesos que se sigan por los delitos de Desaparición Forzada 

de Personas y de Desaparición cometida por Particulares. 

 

Artículo 99. La Comisión Nacional de Búsqueda o la Comisión Local de Búsqueda 

correspondiente y las Fiscalías Especializadas, de conformidad con las atribuciones 

que le confiere esta Ley, deberán realizar las acciones de búsqueda, localización e 

identificación de Personas Desaparecidas o No Localizadas; así como de 

investigación y persecución de los delitos materia de esta Ley, conforme a los 

protocolos correspondientes.  

Corresponderá al Sistema la emisión del Protocolo Homologado de Búsqueda y a la 

Conferencia Nacional de Procuración de Justicia la del Protocolo Homologado de 

Investigación. La Comisión Nacional de Búsqueda emitirá opinión previa a la emisión 

de los protocolos.  

Los protocolos deberán elaborarse con perspectivas de género, de niñez y de 

derechos humanos.  

En lo que corresponda a cada uno contendrán, al menos, lo siguiente: 

 

I. … 
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II. Los procesos de búsqueda diferenciados en función de la causa y circunstancias 

en que hubiere ocurrido la desaparición o no localización, incluidos en los casos de 

desaparición forzada y desaparición cometida por particulares, así como los 

criterios para identificar y valorar, tratándose de mujeres, niñas y adolescentes, 

los factores que permitan advertir un posible riesgo feminicida, así como las 

acciones que deberán implementarse cuando se advierta dicho riesgo; 

 

III. ... 

 

IV. ... 

 

V. El mecanismo de búsqueda inmediata, el cual deberá considerar la intervención 

de las autoridades desde el momento que se recibe el Reporte, Denuncia o Noticia 

de hechos de la desaparición, partiendo del supuesto de que la víctima se encuentra 

con vida, así como la identificación y valoración inmediata de las circunstancias 

que permitan advertir un posible riesgo feminicida tratándose de mujeres, niñas 

y adolescentes; 

 

VI. a XXV. … 

… 
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TRANSITORIOS 

PRIMERO. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO. - El Sistema Nacional de Búsqueda de Personas deberá realizar las 

adecuaciones correspondientes al Protocolo Homologado de Búsqueda para 

incorporar los criterios y procedimientos derivados de este Decreto, dentro de los 

ciento ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor. 

 

ATENTAMENTE 
 
 

 
 

Diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco 
Coordinadora  

Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano 
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